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SALA CONSTITUCIONAL 

Magistrada Ponente: LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

Expediente N° 05-0728

El 11 de abril de 2005 se recibió en esta Sala el Oficio Nº 05-252 del 29 de marzo de 2005, anexo al cual el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, remitió el expediente contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano ALEXANDER MACUARISMA, titular de la cedula de identidad N° 12.007.167, en su carácter de SECRETARIO GENERAL DEL SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES DEL BANCO DEL SUR (SUTRADELSUR), asistido por la abogada Katiuska Arnaldo de Gutiérrez, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 69.833, contra la referida Institución Bancaria por negarse a discutir ante la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro del Estado Bolívar el Proyecto de Convención Colectiva presentado por la referida organización sindical.

El 29 de marzo de 2005, el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, se declaró incompetente para conocer del presente amparo, y en vista de haber sido el segundo Tribunal en declarar su incompetencia remitió a esta Sala el mismo, a los efectos de que resuelva el conflicto negativo de competencia planteado.

En virtud de la reconstitución de la Sala y elegida su nueva Directiva, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia quedó integrada de la siguiente manera: Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño, Presidenta; Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero, Vicepresidente y, los Magistrados Pedro Rafael Rondón Haaz, Luis Velázquez Alvaray, Francisco Antonio Carrasquero López, Marcos Tulio Dugarte Padrón y Arcadio de Jesús Delgado Rosales.

El 12 de abril de 2005, se dio cuenta en Sala y se designó como ponente a la Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño quien, con tal carácter suscribe el presente fallo.

I

ANTECEDENTES

Mediante sentencia de fecha 9 de marzo de 2005, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar se declaró incompetente para conocer de la acción de amparo constitucional interpuesta y, en consecuencia, declinó la competencia al Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de esa misma Circunscripción Judicial.


El 28 de marzo de 2005, el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar recibió el expediente contentivo de la acción de amparo.

Posteriormente, el 29 de marzo de 2005, el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, se declaró incompetente a su vez, y planteó conflicto negativo de competencia ante esta Sala.

II

DE LA ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL

La parte accionante expuso como fundamento de su pretensión, lo siguiente:

Que “En fecha 6 de agosto de 2003, nuestro Sindicato introdujo ante la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hiero (sic) un Proyecto de Convención Colectiva del Trabajo para ser discutida con carácter conciliatorio entre nuestro sindicato y la empresa Del Sur Banco Universal, ya que la Convención Colectiva anterior se encontraba vencida (…)”.
Que una vez notificada la sociedad mercantil accionada de la anterior solicitud, y llegado el día para la celebración de la primera reunión conciliatoria, “(…) la empresa DEL SUR BANCO UNIVERSAL, (…) representada por la ciudadana NIURKA LANZ, en su condición de Gerente de Administración de Personal, opone alegatos y defensas en contra de la obligatoriedad de discutir la convención colectiva con SUTRADELSUR, alegando para ello que existía una supuesta Convención Colectiva vigente con los miembros de la Junta Directiva del SINDICATO DE EMPLEADOS DE DEL SUR (SEDESUR), alegatos y excepciones estos que, mediante auto número 03-141 de fecha 26 de noviembre de 2003 (…), la Inspectoría (…) declara SIN LUGAR (…) le informa a las partes que pueden ejercer el correspondiente recurso de apelación (…)” (Mayúsculas y negrillas de la parte).

Que el 16 de diciembre de 2003, la Inspectoría de Trabajo remitió cartel de notificación a la empresa accionada, donde le informó el inicio de la discusión del proyecto de Convención Colectiva para el día 30 de diciembre de 2003.

Que “Dichas reuniones fueron extendiéndose hasta llegar a siete (7) reuniones conciliatorias, en las cuales se aprobaron 43 cláusulas de contenido no económico. En vista de ello, la Junta Directiva de SUTRADELSUR, convoca a una Asamblea en fecha 17 de marzo de 2004, con el fin de convertir las discusiones (…) en conflictivas, puesto que la empresa se negaba a discutir cláusulas de contenido económico” (Mayúsculas y negrillas de la parte).

Que con la intención de mantener el clima de paz en las relaciones obrero-patrono, convocaron nuevamente por ante la Inspectoría del Trabajo a una reunión conciliatoria con la empresa, la cual fue debidamente notificada a tal efecto, y la misma no asistió.

Que se convocó nuevamente por la Inspectoría del Trabajo para el día 13 de julio de 2004, a los efectos de llevar a cabo la reunión con carácter conciliatorio, y la empresa una vez más no asistió a la misma, razón por la cual la Inspectoría del Trabajo abrió contra la empresa el procedimiento de multa de conformidad con el artículo 642 de la Ley Orgánica del Trabajo, en virtud de que la misma no había asistido a las últimas reuniones convocadas.

Que “(…) Posteriormente en fecha 18 de agosto de 2004, la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro, fija nuevamente una reunión para el día 31/8/2004, a fin de fijar los servicios de mantenimiento y seguridad de la empresa (…)”.

Que “Llegada la fecha de la reunión la empresa no hizo acto de presencia, por lo que la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro, mediante providencia administrativa (…) fija los servicios de seguridad y mantenimiento de la empresa (…)”.

Que “En fecha 14 de septiembre (sic) mediante auto razonado, la Inspectoría del Trabajo (…) inicia procedimiento de multa a la Empresa DEL SUR BANCO UNIVERSAL (…)” (Mayúsculas y negrillas de la parte).

Que “Luego de todo esto, nuestro Sindicato decide hacer uso del derecho constitucional a la huelga, huelga esta completamente ajustada a derecho (…)”.

Que nuevamente se convocó a la empresa a una reunión conciliatoria y esta no asistió, razón por la cual la Inspectoría del Trabajo le impuso multa por la cantidad de ciento sesenta y dos millones quinientos cuarenta y cinco mil once bolívares con veinte céntimos (Bs. 162.545.011,20).

Que la empresa en cuestión ha mantenido una actitud intransigente, lo que los obliga a solicitar el presente recurso de amparo, por violación de los artículos 89 y 96, relativos al los derechos a la protección al trabajo y a la actividad sindical.

Finalmente, solicitan que se ordene a la empresa Del Sur Banco Universal, seguir las negociaciones y celebrar la Convención Colectiva del Trabajo propuesta por ante la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar, bajo el expediente N° 03-08-034.

III

DE LA SENTENCIA DEL JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA INSTANCIA DE JUICIO DEL TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO BOLÍVAR 

Mediante sentencia del 9 de marzo de 2005, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar se declaró incompetente para conocer de la acción de amparo constitucional interpuesta y, en consecuencia, declinó la competencia al Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de esa misma Circunscripción Judicial, en base a las siguientes consideraciones:

“(…) esta decisión se toma en consideración al acatamiento de la doctrina de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, sentada en sentencia de fecha 2-8-2001 (…), donde se expresa que ‘los Juzgados con competencia laboral, deberán declinar en los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento y decisión de los recursos interpuestos contra las providencias administrativas dictadas por las Inspectorías del Trabajo, por ser estos los órganos judiciales a los cuales le toca conocer de este tipo de juicios (…). Asimismo, en el ejercicio de esa competencia deben dichos juzgados conocer de los problemas de ejecución que, de ese tipo de resoluciones, se susciten, cuando se interpongan acciones de amparo relacionadas con esta materia (…)’.
Resulta evidente, que la pretensión contenida en la presente acción de amparo constitucional, es la de obtener de este Juzgador, que se ordene a la empresa accionada, DEL SUR BANCO UNIVERSAL a continuar en la negociación de la Convención Colectiva con la accionante en amparo SUTRADELSUR, por lo que debido a la negativa de la entidad bancaria de discutir dicha convención, es por lo que se produce la providencia administrativa, contentiva de la resolución de multa, por parte de la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro, siendo dicha situación fáctica subsumible en la materia administrativa laboral (…)” (Negrillas del Tribunal).

IV

DE LA SENTENCIA DEL JUZGADO SUPERIOR PRIMERO EN LO CIVIL, MERCANTIL, DEL TRÁNSITO, DE PROTECCIÓN DEL NIÑO Y DEL ADOLESCENTE Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL SEGUNDO CIRCUITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO BOLÍVAR
Mediante sentencia del 29 de marzo de 2005, el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, se declaró incompetente a su vez para conocer el presente amparo, y planteó conflicto negativo de competencia ante esta Sala, previo a lo cual efectuó las siguientes consideraciones:

“(…) observa este Juzgado Superior que el numeral 3 del artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, dispone que son competentes los Tribunales del Trabajo para sustanciar y decidir: ‘las solicitudes de amparo por violación o la amenaza de violación de los derechos y garantías constitucionales establecidas en la Constitución (…)’, aplicando las premisas sentadas al caso de autos, en que la parte accionante denunció que la presunta negativa de la empresa accionada de discutir la Convención Colectiva con el sindicato Sintradelsur (sic), denunciada como lesiva de su derecho a la contratación colectiva, derecho este de índole netamente laboral, tal situación o estado jurídico en concreto determina que el conocimiento de la presente acción de amparo constitucional corresponda al Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar con sede en Puerto Ordaz, resultando forzoso a este Juzgado Superior no aceptar la competencia declinada y declararse a su vez incompetente para el conocimiento de la presente causa (…)”.

V

DE LA COMPETENCIA 

Para la determinación de la competencia de la Sala en lo que concierne a los conflictos negativos de competencia que, en materia de amparo constitucional, se susciten entre los Tribunales de la República, se observa que el artículo 266 numeral 7 de la Constitución de la República establece que: "(…) Artículo 266.- Son atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia: (...) 7. Decidir los conflictos de competencia entre tribunales, sean ordinarios o especiales, cuando no exista otro tribunal superior común a ellos en el orden jerárquico (…)".


Asimismo, el artículo 5.51 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, al respecto señala lo siguiente: “(…) Artículo 5.- Es de la competencia del Tribunal Supremo de Justicia como más alto Tribunal de la República: (…) 51. Decidir los conflictos de competencia entre tribunales, sean ordinarios o especiales, cuando no exista otro tribunal superior y común a ellos en el orden jerárquico, remitiéndolo a la Sala que sea afín con la materia y naturaleza del asunto debatido; (…) En los casos previstos en los numerales 47 al 52 su conocimiento corresponderá a la Sala afín con la materia debatida (…)”.
Por su parte, el artículo 12 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales dispone: "(…) Artículo 12.- Los conflictos sobre competencia que se susciten en materia de amparo entre Tribunales de Primera Instancia serán decididos por el Superior respectivo. Los trámites serán breves y sin incidencias procesales (…)".

 

De las disposiciones transcritas se desprende que si el Juez o Tribunal que ha de suplir a otro que se hubiese declarado incompetente, se considerase también incompetente, deberá plantear, de oficio, conflicto negativo de competencia; y ante la inexistencia de un Tribunal Superior común a ambos jueces, la decisión corresponderá a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, por ser la afín en materia de amparo constitucional.

En el caso de autos, el conflicto de competencia se presentó entre el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar y el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la misma Circunscripción Judicial, sin que exista para ambos, un Tribunal Superior común en el orden jerárquico.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, de conformidad con el artículo 266, cardinal 1, y último aparte, atribuyó a esta Sala la potestad de “(…) Ejercer la jurisdicción constitucional conforme al Título VIII de esta Constitución (…)”; jurisdicción que comprende lo concerniente al amparo constitucional. Así, de conformidad con lo que disponen estas normas, a esta Sala Constitucional le corresponde conocer de los conflictos negativos de competencia en materia de amparo constitucional, en los casos en que, como en el presente, se ha ejercido la demanda correspondiente en forma autónoma y no existe, un Tribunal Superior común a aquéllos que hubiesen declarado su incompetencia. 

En consecuencia, esta Sala se declara competente para conocer del conflicto negativo de competencia planteado en la presente acción de amparo constitucional. Así se decide.








      VI



MOTIVACIONES PARA DECIDIR

Determinada como ha sido la competencia, debe esta Sala pasar a decidir el conflicto de competencia planteado. 

En el presente caso, el Sindicato Único de Trabajadores del Banco Del Sur               -SUTRADELSUR- (parte accionante), interpuso la presente acción de amparo constitucional dado el conflicto que se ocasionó en virtud de la apertura de un procedimiento por ante la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro del Estado Bolívar, para discutir conciliatoriamente el Proyecto de Convención Colectiva con el patrono           -Banco Del Sur, Banco Universal- (folios 80 al 105 del presente expediente), cuya discusión se paralizó y tornó en conflictiva, vista la constante negativa de la referida empresa en acatar las órdenes de comparecencia emanadas de dicha Inspectoría, a los fines de continuar la discusión del proyecto de convención colectiva presentado por la referida organización sindical.

Por ello, y en vista de las razones anteriormente expuestas, el ciudadano Alexander Macuarisma, en su carácter de Secretario General del Sindicato Único de Trabajadores del Banco del Sur (SUTRADELSUR), ejerció la presente acción de amparo constitucional, en virtud de que la referida institución bancaria se ha negado reiteradamente a discutir ante la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro del Estado Bolívar el proyecto de convención colectiva presentado por la referida organización sindical, lo cual a su juicio vulnera los derechos a la protección al trabajo y a la actividad sindical, consagrados en la Carta Magna.

Ello así, constata esta Sala que se desprende de las Actas levantadas ante la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro del Estado Bolívar, que los representantes de la institución bancaria de marras, no comparecieron a las reuniones fijadas por la referida Inspectoría para continuar con la discusión de la Contratación Colectiva objeto de conflicto -ver folios 254 y 316 del presente expediente, que aunque se encuentran fotocopiados de manera incompleta su contenido es ratificado y sus fallas subsanadas mediante Acta del 14 de abril de 2004-, emanada de dicha Inspectoría donde procede a declarar que “Por cuanto esta Inspectoría del Trabajo (…) ha podido comprobar, que el representante de la empresa: DEL SUR BANCO UNIVERAL, no compareció a la cita fijada por este Despacho para los día (sic) 16-4-2004 y 13-7-2004 (…) con el objeto de llegar a un acuerdo satisfactorio para ambas partes en las discusiones del Proyecto de Convención Colectiva, presentado por la organización SINDICAL SUTRADELSUR y por cuanto tal proceder del representante de la empresa la hace incurrir en flagrante violación del artículo 642 de la Ley Orgánica del Trabajo. Este Despacho con la presente Acta está iniciando a la referida empresa procedimiento de multa (…)”.

En refuerzo de lo anterior, y vista la falta de acatamiento por parte de los representantes de la empresa en cuestión de las órdenes emanadas de la Inspectoría de autos, la misma llegó a imponerle a la referida empresa multa “por desobediencia a la orden emanada de un funcionario competente del trabajo” (folios 367 al 369 del presente expediente), lo cual ratifica que el caso de autos, gira en torno al incumplimiento de órdenes emanadas del indicado órgano administrativo por parte de la representación patronal, en el curso del procedimiento de discusión de una Convención Colectiva.

De allí que, esta Sala Constitucional advierta que el objeto de la acción de amparo propuesta es el presunto desacato en que incurrió la sociedad mercantil Del Sur, Banco Universal, al no cumplir las decisiones emanadas de la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro del Estado Bolívar, que ordenaban su comparecencia a los fines de continuar la discusión de la Convención Colectiva, con ocasión al proyecto presentado por el Sindicato accionante. 

De tal forma que, al devenir la situación jurídica alegada como infringida del incumplimiento de órdenes administrativas por parte de su destinatario, el juzgado competente para conocer de la acción de amparo propuesta será aquél relacionado con la materia afín con el derecho transgredido, por lo que la calificación jurídica de dicho derecho conduce a que sea la jurisdicción contencioso administrativa la competente para conocer del amparo incoado en primera instancia, y visto el lugar donde ocurrieron los actos denunciados, genera en el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, la competencia para conocer y decidir la presente acción de amparo constitucional (Vid. Sentencias de la Sala N° 1.318, del 2 de agosto de 2001, caso: “Nicolás José Alcalá Ruiz”, Nº 2.862 del 20 de noviembre de 2002, caso: “Ricardo Baroni Uzcátegui”, N° 1.286 del 9 de julio de 2004, caso: “David Reyes y otros”, y sentencia de la Sala Plena N° 9 del 5 de abril de 2005, caso: “Universidad Nacional Abierta”.

En refuerzo de lo anterior, cabe advertir que recientemente a través de sentencia N° 800 del 11 de mayo de 2005, caso: “Martín Guevara y otros”, esta Sala dejó establecido con carácter vinculante lo siguiente:

“(…) esta Sala deja sentado como criterio con carácter vinculante para las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia y demás tribunales de la República, que las acciones autónomas de amparo constitucional que se intenten contra las omisiones de los particulares de acatar las órdenes dictadas por la Administración del Trabajo -incluso las contenidas en actos dictados por el Ministro del Trabajo-, serán conocidas por los Juzgados Superiores en lo Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial correspondiente al lugar donde se produjo la supuesta lesión al derecho constitucional, y en segunda instancia, por las Cortes de lo Contencioso Administrativo, ello en aras de la tutela judicial efectiva. A falta de los primeros en la localidad en donde se hubiere producido el hecho lesivo, conocerán, conforme a lo pautado en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, los tribunales de Primera Instancia en lo Civil si lo hubiere o, a falta de aquél, el de Municipio de la localidad (Vid. Sentencia de esta Sala del 8 de diciembre de 2000, caso: ‘Yoslena Chanchamire Bastardo’)”.
Así pues, ha quedado ratificado y establecido con carácter obligatorio, que es la jurisdicción contencioso administrativa la competente para conocer de los amparos autónomos intentados contra las omisiones y contumacia de los particulares en acatar las órdenes impartidas por las autoridades administrativas del trabajo, y más específicamente los Tribunales Superiores de lo Contencioso Administrativo Regionales; por ello, en el presente caso, no hay lugar a dudas de que el Tribunal competente para el conocimiento del caso de marras en primera instancia, lo es el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, a quien deberá remitirse el presente expediente para que se pronuncie sobre la admisibilidad del presente amparo y, de ser el caso, lo sustancie en primera instancia, y así se declara.

VII

DECISIÓN

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, DECLARA que el tribunal competente para el conocimiento de la acción de amparo interpuesta por el ciudadano ALEXANDER MACUARISMA, en su carácter de SECRETARIO GENERAL DEL SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES DEL BANCO DEL SUR (SUTRADELSUR), asistido por la abogada Katiuska Arnaldo de Gutiérrez, todos anteriormente identificados, contra la referida Institución Bancaria por negarse a discutir ante la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro del Estado Bolívar el Proyecto de Convención Colectiva presentado por la referida organización sindical, es el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño y del Adolescente y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar y, en consecuencia, se ORDENA la remisión del expediente contentivo de la acción de amparo constitucional a dicho Juzgado para que se pronuncie sobre la admisibilidad del presente amparo y, de ser el caso, lo sustancie en primera instancia. 

Publíquese, regístrese y remítase. Remítase copia de la presente decisión al Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 12 días del mes de agosto de dos mil cinco (2005). Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.

La Presidenta de la Sala,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

Ponente

El Vicepresidente,

                           

   

  JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

LUIS VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ

MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN

ARCADIO DE JESÚS DELGADO ROSALES

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

Exp. N° 05-0728
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